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RECURSO 9/2026 
RESOLUCIÓN 52/2026 
 

 
Resolución 52/2026, de 12 de marzo, del Tribunal Administrativo de 

Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima 
parcialmente el recurso especial en materia de contratación n.º 
9/2026, interpuesto por Piscinas Aquakit, S.L. contra la adjudicación 

del contrato del servicio de socorrismo y salvamento acuático de la 
Fundación Municipal de Deportes del Ayuntamiento de Valladolid 
(expediente n.º FMD-2025/21). 

 
 

I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- Mediante el Decreto 2025/453, de 18 de diciembre, de la 

presidencia delegada de la Fundación Municipal de Deportes del Ayuntamiento 
de Valladolid, se adjudica el contrato del servicio de socorrismo y salvamento 
acuático en piscinas municipales de la ciudad de Valladolid a Choosing Big, 

S.L. 
 

El acuerdo de adjudicación se notifica a la recurrente el 19 de diciembre. 

 
Segundo.- El 13 de enero D. yyy, en representación de Piscinas 

Aquakit, S.L., interpone un recurso especial en materia de contratación contra 
la resolución de adjudicación. Alega que la adjudicataria no tiene aptitud para 
contratar con el sector público, al no haber acreditado contar con un plan de 

igualdad inscrito a la fecha de finalización del plazo de presentación de las 
proposiciones, al igual que TDS Gestión Deportiva, S.L., empresa que integra 
la solvencia de la adjudicataria. 

 
Interesa la revocación de la resolución de adjudicación y demás actos 

que de él traigan causa y, conforme a lo resuelto, le sea adjudicado el contrato 

o, subsidiariamente, se acuerde a la retroacción de las actuaciones a fin de 
que se requiera a la adjudicataria la documentación acreditativa del número de 
trabajadores a 15 de octubre de 2025, y de la fecha de redacción e inscripción 

del plan de igualdad de TDS Gestión Deportiva, S.L.  
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Tercero.- Se han recibido en el Tribunal el expediente y el informe del 
órgano de contratación de 20 de enero, en el que se opone a la estimación del 
recurso. 

 
Cuarto.- El 20 de enero se confiere traslado del recurso a los demás 

licitadores. El 27 de enero Choosing Big, S.L (Choosing) presenta escrito de 
alegaciones por las que se opone a la estimación del recurso. 
 

 
II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 

de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. La recurrente ocupa el segundo puesto 
en la clasificación de las ofertas, por lo que es clara su legitimación activa, al 
ostentar interés legítimo directo. 

 
El recurso se ha interpuesto frente a la adjudicación de un contrato de 

servicios cuyo valor estimado (4.306.586,00 euros) es superior a 100.000 
euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP. 

 
El recurso contra la adjudicación se ha presentado en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. La resolución de adjudicación se ha notificado 

a través de la Plataforma de Contratación del Sector Público el 19 de diciembre 
2025 y el recurso se presenta ante este Tribunal el 13 de enero de 2026. 
 

3º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución al recurso exige 
determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo 

y, en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y al 
pliego técnico que constituyen la ley del contrato, tal como viene afirmando 
reiteradamente la jurisprudencia. 
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La recurrente sostiene que la adjudicataria se encontraría incursa en 
prohibición de contratar, al no contar con un plan de igualdad debidamente 
inscrito, conforme al artículo 71.1.d) de la LCSP. Afirma que, indiciariamente, 

la entidad propuesta como adjudicataria ostenta una plantilla superior a 50 
trabajadores, por lo que está obligada a disponer de dicho plan de igualdad; y 

que, sin embargo, a 15 de octubre de 2025 -fecha límite para la presentación 
de proposiciones- carece del citado plan inscrito en el Registro y Depósito de 
Convenios Colectivos, Acuerdos Colectivos del Trabajo y Planes de Igualdad 

(REGCON). A fin de acreditar tal extremo, cita numerosas licitaciones en las 
que Choosing se ha subrogado hasta en 244 trabajadores, durante los ejercicios 
2024 y 2025. 

 
Frente a ello, el órgano de contratación aduce que adjudicataria ha 

presentado documentación suficiente que permite concluir que no está obligada 

a la redacción del controvertido plan de igualdad. Así, señala: “Recibida la 
alegación de la empresa Piscinas Aquakit, se solicitó a la empresa propuesta 
como adjudicataria la aportación de documentación que acreditase el número 

de trabajadores aportando los certificados de la Tesorería General de la 
Seguridad Social que, siendo documento oficial de la Administración 
competente, desmienten la alegación planteada de forma indiciaria por la 

empresa Piscinas Aquakit y ratifica que la empresa tiene menos de 50 
trabajadores por lo que no está obligada a tener plan de igualdad, ni a 
presentarlo en la adjudicación de este contrato”. 

 
Refuerza la posición expuesta la adjudicataria que, en el trámite de 

alegaciones, aporta prueba documental acreditativa de contar con una plantilla 
inferior a 50 trabajadores. 
 

Junto a lo anterior, la recurrente alega que la adjudicataria integra su 
solvencia mediante medios externos correspondientes a TDS Gestión Deportiva, 
S.L., la cual carece de plan de igualdad debidamente inscrito a 15 de octubre 

de 2025. 
 
Respecto a esta segunda alegación, el órgano de contratación afirma: 

“se considera que el recurrente realiza un interpretación analógica prohibida 
por el ordenamiento jurídico, que provoca inseguridad jurídica al exigir dicha 
hermenéutica por analogía, que la empresa que completa la solvencia, si bien, 

conforme establece la ley, no puede estar incursa en prohibición de contratar; 
la recurrente pretende, haciendo una interpretación analógica y extensiva que 
la empresa que completa la solvencia tenga también la obligatoriedad de tener 

aprobado un plan de igualdad, si supera el número de 50 trabajadores, 
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mientras que esta obligación conforme a lo establecido en los artículos 150.2, 
145 y 75.2 de la Ley de contratos del sector público es obligación a cumplir 
únicamente por la adjudicataria del contrato. 

 
»La pretensión de la recurrente de exigirlo a las empresas que 

complementan la solvencia es una aplicación de la analogía que está prohibida 
en el ordenamiento jurídico al suponer la exigencia de obligaciones legales 
cuyo cumplimiento expresamente no exige la ley”. 

 
Expuestas las posiciones de las partes, ha de partirse del artículo 71.1.d) 

de la LCSP, relativo a las prohibiciones de contratar, que dispone que no podrán 

contratar con las entidades previstas en el artículo 3 de dicha Ley, con los 
efectos establecidos en el artículo 73, las personas en quienes concurra alguna 
de las siguientes circunstancias: “(…) en el caso de empresas de 50 o más 

trabajadores, no cumplir con la obligación de contar con un plan de igualdad 
conforme a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y que deberán inscribir 

en el Registro laboral correspondiente”. 
 
A su vez, el artículo 3 del Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre, por 

el que se regulan los planes de igualdad y su registro y se modifica el Real 
Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de convenios y 
acuerdos colectivos de trabajo, referido a la cuantificación del número de 

personas trabajadoras de la empresa, dispone lo siguiente: 
 

“1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 45.2 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para el cálculo del número de personas que 
dan lugar a la obligación de elaborar un plan de igualdad, se tendrá en cuenta 

la plantilla total de la empresa, cualquiera que sea el número de centros de 
trabajo de aquella y cualquiera que sea la forma de contratación laboral, 
incluidas las personas con contratos fijos discontinuos, con contratos de 

duración determinada y personas con contratos de puesta a disposición. 
 
»En todo caso, cada persona con contrato a tiempo parcial se 

computará, con independencia del número de horas de trabajo, como una 
persona más. 

 

»A este número de personas deberán sumarse los contratos de 
duración determinada, cualquiera que sea su modalidad que, habiendo estado 
vigentes en la empresa durante los seis meses anteriores, se hayan extinguido 
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en el momento de efectuar el cómputo. En este caso, cada cien días trabajados 
o fracción se computará como una persona trabajadora más. 

 

»2. El cómputo derivado de los cálculos previstos en el apartado 
anterior deberá efectuarse a efectos de comprobar que se alcanza el umbral 

de personas de plantilla que hace obligatorio el plan de igualdad, al menos, el 
último día de los meses de junio y diciembre de cada año. 

 

»3. Una vez alcanzado el umbral que hace obligatorio el plan de 
igualdad, cualquiera que sea el momento en que esto se produzca, nacerá la 
obligación de negociar, elaborar y aplicar el plan de igualdad. Esta obligación 

se mantendrá aun cuando el número de personas trabajadoras se sitúe por 
debajo de cincuenta, una vez constituida la comisión negociadora y hasta que 
concluya el periodo de vigencia del plan acordado en el mismo, o en su caso, 

durante cuatro años”. 
 

En este supuesto, la adjudicataria ha aportado un certificado emitido 

por la Tesorería General de la Seguridad Social en el que se indica que la plantilla 
media de los trabajadores que han permanecido en situación de alta en algún 
momento durante el periodo comprendido entre el 16-12-2025 y 17-12-2022 

ha sido de 7,66 trabajadores, de lo que se infiere que, a la fecha de presentación 
de las proposiciones, la adjudicataria no se encontraba legalmente obligada a 
contar con un plan de igualdad. 

 
La utilización de la plantilla media de la empresa como medio de cómputo 

a los efectos de determinar la obligación de contar con un plan de igualdad ha 
sido expresamente respaldada por la Resolución 613/2024, de 16 de mayo, del 
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales (TACRC), que señala 

lo siguiente: 
 

“(…) Pues bien, atendiendo a la normativa anteriormente citada, 

en el caso que nos ocupa, la primera cuestión que debe dilucidarse es si nos 
encontramos ante una empresa con 50 o más trabajadores a la que le sea 
exigible contar con un plan de igualdad a los efectos del artículo 71.1.d) de la 

LCSP (`en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no cumplir con la 
obligación de contar con un plan de igualdad conforme a lo dispuesto en el 
artículo 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad de 

mujeres y hombres´). 
 
»Precisamente, ante las dudas suscitadas sobre este particular 

se realizó el correspondiente requerimiento a la empresa Seguridad Control y 
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Deteccion, S.L. (…). Y, precisamente como contestación al mismo, entre la 
documentación aportada por la adjudicataria, obra la declaración responsable 
junto con los certificados de la Tesorería General de la Seguridad Social de la 

que resulta que la empresa no tiene más de 50 trabajadores de media en el 
año 2023, según consta en la base de datos de la Tesorería General de la 

seguridad Social. Con código de cotización (…), la media de trabajadores que 
han permanecido en situación de alta en algún momento durante el periodo 
01-01-2023 y 31-12-2023 es de: 46.57 Trabajadores.   

 
»Es por ello que no alcanzando el umbral mínimo -50 

trabajadores- a partir del cual es exigible contar con un plan de igualdad para 

no incurrir en prohibición de contratar, la empresa no entra dentro del ámbito 
de aplicación del artículo 71.1.d LCSP en cuanto, como bien recuerda el órgano 
de contratación, este Tribunal, en su Resolución nº 1529/2021, manifiesta que 

la prohibición de contratar prevista en el artículo 71.1.d) de la LCSP relativa al 
plan de igualdad se ha de interpretar de forma restrictiva y `no puede 
aplicarse, más allá de su tenor literal´. Por tanto, la prohibición de contratar 

del artículo 71.1.d) de la LCSP sólo resulta aplicable a las empresas de más de 
50 trabajadores”.   

 

Por consiguiente, al haberse acreditado que el número de trabajadores 
no supera el umbral de 50 en el momento de presentación de las ofertas, dicha 
empresa no tenía obligación de contar con ese plan de igualdad en los términos 

del artículo 45.2 de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo; razón por la cual 
no está incursa en prohibición de contratar y no puede ser excluida de la 

licitación.   
 

En consecuencia, este primer motivo de impugnación debe rechazarse. 

 
En segundo lugar, la recurrente denuncia que TDS Gestión Deportiva, 

S.L. está incursa en prohibición de contratar, al no contar con un plan de 

igualdad redactado e inscrito a 15 de octubre de 2025, fecha de finalización del 
plazo para presentar proposiciones. Une a su recurso una captura de pantalla 
de la que se deduce que el plan de igualdad entró en vigor el 24 de noviembre 

de 2025 y se inscribió el 28 de noviembre de 2025. 
 
Por tanto, resulta obvio que la entidad no ostentaba un plan de igualdad 

en el momento de finalización del plazo de presentación de ofertas, si bien sí 
disponía de un plan inscrito con anterioridad a que se dictase la resolución de 
adjudicación el 18 de diciembre; por tanto, ostentaba un plan de igualdad 

vigente previo al trámite previsto en el artículo 150.2 de la LCSP. 
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Así las cosas, el artículo 75.1 de la LCSP, referido a la integración de la 
solvencia con medios externos, establece que “Para acreditar la solvencia 
necesaria para celebrar un contrato determinado, el empresario podrá basarse 

en la solvencia y medios de otras entidades, independientemente de la 
naturaleza jurídica de los vínculos que tenga con ellas, siempre que demuestre 

que durante toda la duración de la ejecución del contrato dispondrá 
efectivamente de esa solvencia y medios, y la entidad a la que recurra no esté 
incursa en una prohibición de contratar”. 

 
En el mismo sentido, el apartado C de la cláusula 9 del PCAP, bajo la 

rúbrica de “Integración de la solvencia con medios externos y medios que se 

exigen adscribir al contrato”, dispone que “Los licitadores podrán complementar 
su solvencia con medios de otras empresas que no estén incursas en prohibición 
para contratar con el sector público.” 

 
Por ello, no es controvertido que las circunstancias de ausencia de 

prohibición de contratar alcanzan a la empresa que integra solvencia. 

 
Dicho lo que antecede, la prueba aportada por la recurrente permite 

concluir que en el momento previsto en el artículo 140 de la LCSP (15 de 

octubre de 2025) TDS Gestión Deportiva, S.L., estaba incursa en prohibición 
de contratar.  

 

Cabe traer a colación la doctrina del self-cleaning con fundamento en 
el artículo 57.6 de la Directiva 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, sobre 

contratación pública, que dispone que “Todo operador económico que se 
encuentre en alguna de las situaciones contempladas en los apartados 1 y 4 
[prohibición de contratar, en este caso] podrá presentar pruebas de que las 

medidas adoptadas por él son suficientes para demostrar su fiabilidad pese a 
la existencia de un motivo de exclusión pertinente. Si dichas pruebas se 
consideran suficientes, el operador económico de que se trate no quedará 

excluido del procedimiento de contratación (…)”. Tales apartados 1 y 4 regulan 
las causas de exclusión del operador económico, traspuestas en el Derecho 
español como causas de prohibición de contratar y reguladas en el artículo 71 

de la LCSP. 
  
Con ello la directiva viene a reconocer la posibilidad de excepcionar la 

aplicación de las prohibiciones de contratar obligatorias a través de las llamadas 
medidas autocorrectoras o de self-cleaning, al prever que todo operador 
económico pueda presentar pruebas de las medidas que ha adoptado a fin de 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es
https://online.elderecho.com/seleccionProducto.do?nref=2014%2F35497&producto_inicial=*&anchor=ART.57%23APA.6


 

8 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

demostrar su fiabilidad, aun cuando esté incurso en un supuesto de prohibición 
de contratar.  

 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea viene admitiendo que, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 57.6 de la Directiva 2014/24/UE, se permite 

a quienes estén incurso en un motivo de exclusión demostrar su fiabilidad.  
 
Sobre la doctrina del self -cleaning ya se ha pronunciado también este 

Tribunal. Baste citar la Resolución 170/2025, de 16 de septiembre: “En otro 
orden de cosas, la prohibición de contratar que lleva aparejada en este caso 
la exclusión de la empresa por no contar con un plan de igualdad inscrito al 

tiempo de presentar su proposición debe examinarse atendiendo a que pueda 
resultar de aplicación el efecto modulador de la doctrina del self-cleaning, que 
permite que, previamente a declarar la exclusión, cuando se aprecie la 

existencia de una prohibición para contratar, ponerlo de manifiesto al licitador 
afectado, concediéndole la oportunidad de probar su fiabilidad, pese a la 
existencia de un motivo de exclusión. A ello se ha referido el acuerdo de Pleno 

del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de 5 de abril de 
2022 sobre la aplicación de las prohibiciones para contratar”. 

 

Añade la citada resolución que “De este modo, la mesa de contratación, 
tras el escrito presentado por Arasti Barca MA, S.L. el 4 de abril de 2025, en 
el que solicitaba la exclusión de la recurrente por incurrir en la prohibición de 

contratar regulada en el artículo 71.1.d) de la LCSP (documento 79), otorgó a 
la recurrente trámite de alegaciones y, presentadas tales alegaciones el 16 de 

abril de 2025, constató que, contrariamente a lo manifestado en las 
declaraciones responsables presentadas en el sobre A, carecía del plan de 
igualdad en la fecha fin de presentación de ofertas. Por ello, propuso la 

exclusión acordada por el órgano de contratación”. 
 

En coherencia con lo expuesto, procede estimar parcialmente el recurso 

planteado y anular la resolución impugnada, retrotrayendo las actuaciones al 
momento previsto en el artículo 150.2 de la LCSP, para que, una vez requerida 
la documentación relativa a la tramitación administrativa de aprobación del 

plan de igualdad e inscripción en el REGCON, el órgano de contratación valore 
si TDS Gestión Deportiva, S.L. está o no incursa en prohibición de contratar y 
continúe por sus trámites el procedimiento de contratación. 

 
En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 

Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 

Primero.- Estimar parcialmente el recurso especial en materia de 
contratación n.º 9/2026, interpuesto por Piscinas Aquakit, S.L. contra la 

adjudicación del contrato del servicio de socorrismo y salvamento acuático de 
la Fundación Municipal de Deportes del Ayuntamiento de Valladolid 
(expediente n.º FMD-2025/21). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 

 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 

 
Cuarto.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 

actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 

a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 

10.1.k de la LJCA). 
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